
Derechos humanos y violencia. 
En defensa de la persona humana*

Pedro Nikken**

El concepto de derechos humanos está referido al reconocimiento de 
que toda persona humana, por el hecho de serlo, es portadora de atributos 
autónomos que deben ser reconocidos y protegidos por el Estado. Ellos 
son inherentes al ser humano y no requieren de ning n t tulo espec co 
para adquirirlos. No resultan de una adjudicación o cesión del Estado, 
cuya función con respecto a ellos es de reconocimiento, respeto y 
protección. Basta con ser persona humana para ser titular de los 
derechos humanos y toda persona humana es titular de esos derechos. Su 
exigibilidad no depende de su consagración legislativa; por el contrario, 
históricamente aparecen como atributos que se han hecho valer contra 
leyes opresivas que los desconocían o menoscababan. 

Son derechos subjetivos que emanan de la dignidad humana y que la 
resguardan, porque ellos combaten la dominación arbitraria y apoyada 
en desiguales relaciones de poder social, mediante la cual unos seres 
humanos imponen a otros ser instrumentos de sus propios nes. Se trata 
de la ideología universal nacida para encarar la opresión. 

a noción de derechos humanos se corresponde con la a rmación de 
la dignidad de la persona frente al Estado. La sociedad contemporánea 
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conceptuales reconocidas a los derechos humanos: que son inherentes a la 
persona humana y que se ejercen frente al poder público. El artículo completo 
está disponible en el sitio web del IIDH, en la sección dedicada al XXIX Curso.
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reconoce que todo ser humano, por el hecho de serlo, tiene derechos 
frente al Estado, derechos respecto de los cuales éste tiene deberes de 
respeto, protección, promoción o garantía. Debe asimismo organizar 
su estructura y su orden jurídico político a n de asegurar su plena 
realización. Ellos también determinan límites y metas de la acción del 
poder público. Son por lo tanto indisociables del concepto de Estado 
contemporáneo, al menos en cuanto su paradigma es el Estado de 
Derecho.

Esos conceptos fueron expresados sintéticamente en el primer 
párrafo de la Declaración de Viena y su Programa de Acción1: “Los 
derechos humanos y las libertades fundamentales son patrimonio 
innato de todos los seres humanos; su promoción y protección es 
responsabilidad primordial de los gobiernos”. Que sean innatos es 
conceptualmente relevante, pero la nota determinante es que son objeto 
de protección por parte del Estado y que, si ésta falla, hay medios de 
obtenerla en el ámbito internacional. 

En esta presentación que haré dentro de este XXIX Curso Interdis-
ciplinario, debo hacer ciertas consideraciones conceptuales generales 
que el IIDH me viene asignando regularmente en estos cursos. Los 
derechos humanos, como categoría jurídica y política, han irrumpido 
casi siempre dentro del marco de grandes crisis sociales y políticas, 
de revoluciones y guerras, donde ha estado presente la lucha del ser 
humano por liberarse de las tiranías de toda naturaleza. Los derechos 
humanos son bienes conquistados en nombre de la defensa de la persona 
humana frente las ofensas que se originan en la opresión. Me referiré 
sucesivamente a dos notas conceptuales reconocidas a los derechos 
humanos, como lo son que ellos son inherentes a la persona humana (1) 
y que se ejercen frente al poder público (2), antes de introducir al tema 
de la seguridad ciudadana y los derechos humanos (3), eje central de 
este curso2.

1 Aprobados por la Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre Derechos 
Humanos (157/93).

2 Las secciones 1 y 2, Los derechos son inherentes a la persona humana y Los 
, respectivamente, pueden 

revisarse en el sitio web del IIDH, en la sección dedicada al XXIX Curso.
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Seguridad y derechos humanos

Justicia y seguridad, en una sociedad democrática, son conceptos 
inseparables de los derechos humanos, de la estructura del Estado de 
Derecho y de toda sociedad democrática. Los derechos humanos sin 
instituciones de garantía se reducen a la nada. El giro histórico que 
representó la conquista de los derechos humanos como categoría jurídica 
consistió, en buena medida, en que el Estado trocó su rol como fuente 
primaria de violaciones a la dignidad de la persona humana para erigirse 
en garante y protector de los derechos que reconoció como inherentes 
a esa misma dignidad. 

En la región padecemos un problema importante de seguridad 
pública. No pretendo intentar siquiera un análisis cientí co-crimino-
lógico de este fenómeno, sino que me limito a enunciar que el mismo 
está presente en la realidad social e institucional de la región, y a celebrar 
que el tema central de este XXIX Curso Interdisciplinario del Instituto 
Interamericano de Derechos Humanos presente el tema de justicia y 
seguridad vinculado con los derechos humanos.

El Estado, como garante de los derechos humanos, está obligado a 
su respeto, protección, satisfacción y garantía, todo lo cual implica el 
deber de asegurar la efectividad de los derechos humanos con todos los 
medios a su alcance, incluidos mecanismos apropiados y accesibles de 
protección judicial y administrativa, de prevención de situaciones lesivas 
de los derechos fundamentales de cada uno y de investigación –cuando 
ello sea preciso para establecer la verdad de un atentado cualquiera 
contra una persona–, identi cación de los culpables y aplicación de las 
sanciones pertinentes.

El Estado se aparta de su función en materia de derechos humanos 
no sólo cuando los medios de que dispone el poder público agreden a 
la ciudadanía, sino también cuando, como garante y protector de esos 
derechos y depositario de la coacción, no se organiza de manera que 
esas agresiones sean razonablemente prevenidas y, de producirse, sean 
adecuadamente resarcidas y sancionadas. El sistema judicial y el de 
seguridad pública, aunque no agotan necesariamente el alcance de su 
actividad en ese ámbito, son los vehículos normales llamados a llenar 
esa función.
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El tema de la seguridad y su vínculo con los derechos humanos 
amerita, en primer lugar, una aproximación conceptual, vinculada 
con las re exiones que antes he presentado en relación con el Estado 
de Derecho3. Una vertiente de la seguridad apunta hacia la seguridad 
del Estado. Este tema fue trágicamente deformado en la última era 
de las dictaduras militares latinoamericanas con la doctrina de la 
seguridad nacional, entre cuyos postulados estaba la confusión entre la 
seguridad del Estado y la del gobierno, con el consiguiente corolario de 
considerar a quienes amenazaban al gobierno como enemigos militares 
internos, con la consiguiente represión brutal contra ellos. Aunque esta 
doctrina, con todas sus implicaciones, es un componente típico de la 
militarización de la sociedad, no creo que todos sus vestigios hayan 
desaparecido con la universalización de gobiernos electos en la región. 
No sólo porque perviven trazas notorias de militarismo, incluyendo 
nuevas versiones del fenómeno, en algunos países, sino porque la 
tendencia a asimilar la seguridad del Estado a la del gobierno podría no 
haber sido enteramente desterrada.

Ese concepto revela un principio autoritario subyacente, que es 
inaceptable. Si nos atenemos a que en el Estado concurren necesaria-
mente, como elementos esenciales, gobierno, pueblo y territorio, una 
doctrina de seguridad apegada al constitucionalismo democrático y 
al Estado de Derecho, debe abarcar a los tres por igual. Por lo tanto, 
la seguridad del Estado comprende, es cierto, la del gobierno, y se 
corresponde con su estabilidad; pero alcanza también a la seguridad 
del territorio, que se traduce en preservar su integridad y a la seguridad 
del pueblo, que exige el cabal respeto de los derechos y libertades de 
cada uno4.

Una función indeclinable, indisputada y primigenia del Estado es 
la seguridad del pueblo, la seguridad ciudadana, mediante la adecuada 
prevención y combate al delito y la violencia interpersonal y social. 
El Estado debe particular protección a los bienes protegidos por los 
derechos humanos más frecuentemente afectados por el delito, como 

3 Ver el texto completo de esta ponencia en el sitio web del IIDH, sección del XXIX 
Curso Interdisciplinario.

4 Cfr. Montealegre, “Introducción”, en: Seguridad del Estado, Derecho Internacio-
nal Humanitario y Derechos Humanos. CICR/IIDH, San José, 1984, pág. 45.
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lo son la vida, la integridad, la libertad y la propiedad. Es su deber 
hacerlo sin incurrir en nuevos delitos, con apego estricto a los estándares 
e instituciones del Estado de Derecho, para lo cual requiere el idóneo 
funcionamiento de la policía y del sistema de justicia, incluido el sistema 
procesal penal; pero además, le impone articular adecuadas políticas 
públicas de seguridad, que deben abarcar una oportuna política de 
prevención, una política para el tratamiento de las víctimas del delito y 
una política de tratamiento al delincuente que incluye, desde luego, una 
apropiada política penitenciaria.

Por otra parte, el vínculo entre seguridad y derechos humanos está 
presente, por lo menos, en otras dos conexiones. Primero, a través del 
sistema de seguridad pública el Estado protege los derechos y libertades 
de todos y previene e investiga las transgresiones que las afecten. 
Un defecto sistemático en el cumplimiento de esa función puede ser 
considerado como la inobservancia del deber autónomo de garantía 
de los derechos humanos a cargo del Estado, aunque la ofensa original 
provenga de un particular5. Segundo, los cuerpos de seguridad pueden 
ser, y de hecho han sido, las fuentes de las más numerosas y graves 
violaciones de los derechos humanos. 

Una política de seguridad arraigada en los derechos humanos no 
está dirigida primordialmente a a anzar un orden político o una visión 
partidista del Estado, sino a la defensa de la persona humana, del 
disfrute pací co de todos sus derechos, de la normalidad de su vida, de 
su libertad y su percepción de la propia seguridad, en suma, de convivir 
en paz dentro de la sociedad a la que pertenece. Como lo ha a rmado la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH),

[...] los Estados democráticos promueven modelos policiales acordes con la 
participación de los habitantes, bajo el entendimiento de que la protección 
de los ciudadanos por parte de los agentes del orden debe darse en un marco 

5  Así lo ha a rmado, por ejemplo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos:
 “[U]n hecho ilícito violatorio de los derechos humanos que inicialmente no 

resulte imputable directamente a un Estado, por ejemplo, por ser obra de un 
particular o por no haberse identi cado al autor de la transgresión, puede acarrear 
la responsabilidad internacional del Estado, no por ese hecho en sí mismo, sino 
por la falta de la debida diligencia para prevenir la violación o para tratarla en los 
términos requeridos por la Convención”. Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez 
vs. Honduras, sentencia de 29 de julio de 1988, Serie C No. 4, párr. 172.
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de respeto de la institución, las leyes y los derechos fundamentales.  Así, 
desde la perspectiva de los derechos humanos, cuando en la actualidad 
hablamos de seguridad no podemos limitarnos a la lucha contra la 
delincuencia, sino que estamos hablando de cómo crear un ambiente 
propicio y adecuado para la convivencia pací ca de las personas. Por ello, 
el concepto de seguridad debe poner mayor énfasis en el desarrollo de las 
labores de prevención y control de los factores que generan violencia e 
inseguridad, que en tareas meramente represivas o reactivas ante hechos 
consumados6.

Es notorio que seguridad y justicia son áreas en las cuales las demo-
cra cias latinoamericanas tienen asignaturas pendientes. Desde los tro-
pie zos para construir o reconstruir un sistema judicial inde pen diente 
y e caz en algunos países, hasta la aparente invencibilidad del crimen 
or ga niza do en otros, pasando por los ataques a la justicia y a los jueces 
inde pen dientes o la corrupción policial en otros más, se trata de una 
rea lidad cotidiana que no necesita mayor demostración.

En numerosos países de nuestra región, la población no se siente 
segura y no está segura. La delincuencia aparece como la principal 
preocupación para la población, superando al desempleo. Esta preocu-
pación se duplicó entre 2004 y 20077. La seguridad aparece como una 
demanda cotidiana en el debate político y ciudadano.

No es sólo materia de percepción. La CIDH ha veri cado

[...] que la tasa de homicidios promedio para los países del Caribe es de 
30/100.000; la de Sudamérica de 26/100.000 y la de América Central 
de 22/100.000.  Además de los costos en vidas humanas, la violencia 
impacta signi cativamente sobre la economía: se ha estimado que el 
costo de la violencia uctúa entre el 2 y el 15  del producto interno 
bruto de estos países8.

6 Presentación del Secretario Ejecutivo de la CIDH, ante el Grupo Especial de 
Trabajo para Preparar la Primera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad 
Pública de las Américas, Washington DC, 20 de junio de 2008. Citado en: CIDH, 
“Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos”, OEA/Ser.L/V/I. 
Doc 57, 31 de diciembre de 2007, párr. 20. 

7 CIDH, “Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos”, OEA/
Ser.L/V/I. Doc 57, 31 de diciembre de 2007, párr. 30.

8 Ibídem, párr. 28.
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Aunque sin estadísticas cuyas cifras sean concluyentes para toda la 
región, es notorio que las tasas de delitos contra la propiedad son muy 
altas. Las víctimas, por su parte, provienen mayoritariamente de los 
sectores de ingresos más bajos y de los más jóvenes, en particular 
adolescentes, niñas y niños9.

 La ciudadanía no confía en la policía, y ésta incurre con frecuencia 
en corrupción y en abusos a los derechos humanos. Según la CIDH, 
para 2006 sólo el 37  de la población con aba en la policía; el 36  en 
el sistema judicial, y el 27  en el parlamento. Peor aún, solamente el 
38  de la población expresó satisfacción con el régimen democrático10.

El cuadro real, y el que percibe la población, es el de una policía 
militarizada y divorciada de los valores democráticos, a menudo inepta 
para proteger a la ciudadanía, para garantizar los derechos de todos y 
para resolver los con ictos cotidianos de la sociedad. Con frecuencia, 
la policía atemoriza a la gente, y hasta se la percibe capaz de asociarse 
con la delincuencia. 

En el ámbito de la seguridad orecen los espejismos. El peligroso 
espejismo de militarizar la lucha contra la delincuencia, crea falsas 
ilusiones en algunos gobiernos y atenta contra la construcción de 
instituciones públicas de seguridad conforme a los cánones del Estado 
de Derecho. Los militares no están ni deben estar adiestrados para 
combatir y prevenir el delito, ni para transmitir tranquilidad y sosiego a 
la sociedad, sino para defender la soberanía y enfrentar por la vía armada 
a sus enemigos, atemorizándolos, desmoralizándolos y destruyéndolos. 

Otro espejismo es el de la privatización de los cuerpos de seguridad, 
una industria que viene creciendo en varios países a un ritmo mucho 
más acelerado que el conjunto de la economía11. En algunos países, 
los cuerpos de seguridad privados llegan a duplicar y hasta triplicar el 
número de efectivos de los cuerpos policiales, disponen de armamento 
de alto calibre, a veces más so sticado que el de la policía, y es frecuente 

9 Ibídem, párr. 29.
10 Ibídem, párr. 31. Cifras tomadas de: Informe Latinobarómetro, Informes 2006-

2008, disponible en: <http://www.latinobarometro.org>.
11 CIDH, “Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos”... párr. 70. 
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que se les encargue la custodia de sitios públicos y de recreación, 
ajenos como tales a la esfera de lo privado12. La falta de regulación y de 
coordinación con los cuerpos policiales son caldo de cultivo para que 
los servicios privados de seguridad degeneren en grupos armados al 
servicio de particulares, con sus consiguientes riesgos de criminalidad. 
Aunque esta actividad no es ilegítima de suyo, debería ajustarse a ciertos 
límites. El primero de ellos, es que la seguridad es, por su naturaleza, 
competencia exclusiva del Estado, de modo que los servicios privados 
deben obedecer a un claramente establecido principio de subsidiariedad 
y estar sometidos a un riguroso control público. El segundo, es la estricta 
regulación, que asegure la transparencia de sus actividades, la idoneidad 
de su personal y la coordinación con la policía.

La defensa de la persona humana exige la construcción de una 
policía para una sociedad democrática, que actúe en todo momento 
enmarcada dentro de los principios que la rigen; de la noción de la 
seguridad pública como un servicio del Estado a la ciudadanía, ajeno a 
toda consideración política, ideológica o de posición social o a cualquier 
otra discriminación; del respeto a los derechos humanos y del esfuerzo 
en prevenir el delito.

Otro espejismo es el de la “mano dura”, acertadamente aludido como 
“populismo penal”13, y con frecuencia asociado con la militarización de 
la policía. En numerosos países se ha “declarado la guerra” al crimen 
o a la delincuencia, con la resurrección del enemigo interno ahora con 
uniforme del hampa, frente a la cual se actúa sin miramientos ni límites 
determinados por los derechos humanos y el respeto a la constitución 
y las leyes. Esto va acompañado con el aumento sustancial de normas 
jurídicas y penas, la disminución de la edad de imputabilidad penal y 
una creciente intolerancia y estigmatización de personas o grupos (las 
“maras” en América Central, las favelas en Brasil, etc.). 

Cuestiones de principio aparte, que son numerosas y de peso, es una 
política condenada al fracaso y a agravar las cosas. Con el aumento de 

12 Cfr. Dammert, L., y P. Arias, 
na: diagnóstico y respuestas de política. CEPLAN, Serie Estudios Socio/
Económicos, No. 40, Santiago de Chile, 2007, págs. 21-22.

13  Ibídem, pág. 17.
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las penas no se introduce un componente disuasivo importante, pues los 
niveles de impunidad son altísimos dada la ine ciencia del sistema de 
seguridad para identi car, capturar y condenar penalmente a los autores 
de hechos punibles14. La disminución de la edad de imputabilidad se 
traduce en la irreversibilidad de la delincuencia juvenil, en ausencia de 
verdaderos centros correccionales – que no sean de adiestramiento en 
postgrado de los adolescentes delincuentes. En n, como también lo ha 
subrayado la CIDH, 

El uso de la fuerza por fuera de los marcos legales y los estándares 
internacionales, sumado a la inhabilidad de las instituciones para enfrentar 
el crimen y la violencia en forma e caz, contribuyen a incrementar la 
inseguridad de la población15.

Por otra parte, la dantesca realidad penitenciaria de la América 
Latina, en general16, nos indica que si el delito no paga, la mano dura 
tampoco. Los excesos policiales, los malos tratos a las y los detenidos 
y las condiciones de los lugares de detención muestran que es erróneo 
acusar a la policía de ser blanda con los delincuentes o con los 
sospechosos de serlo, o al Estado de haberse preocupado en exceso por 
brindar seguridad, comodidad y tratamiento humano a los detenidos17.

14 Que apenas alcanza el 5  en ciertos tipos de delito. Ibídem.
15 CIDH, “Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos”... párr. 34.
16 No me detengo sobre el punto, pero es uno de los ámbitos en los cuales se 

produce una violación continuada y sistemática de los derechos humanos bajo las 
democracias latinoamericanas. El hacinamiento, la corrupción, las condiciones 
de detención no sólo son inadmisibles, sino que han conducido a serios motines, 
a menudo con severos saldos de víctimas fatales entre los reclusos. La Corte 
Interamericana de Derechos Humanos ha pronunciado varias sentencias y 
adoptado numerosas medidas provisionales relacionadas con la situación de la 
cárceles en América Latina. Un excelente trabajo reciente, referido a la realidad 
venezolana, es el de Morais, María G., El Sistema Penitenciario venezolano 
durante los 50 años de la democracia petrolera 1958-2008. Universidad 
Católica Andrés Bello/Empresas Polar, Caracas, 2011. La autora concluye que 
su “investigación documenta cincuenta años de fracasos” que “han dejado tras 
de sí una estela de deterioro, envilecimiento y muerte” y que “ha abandonado a 
su suerte por lo menos a tres cuartas partes de la población reclusa”, pág. 301.

17 Cfr. Navarro, J.C., y R. Pérez Perdomo, “Seguridad personal: percepciones y 
realidades”, en: Navarro y Pérez Perdomo (comps.), Seguridad personal: un 
asalto al tema. Ediciones IESA, Caracas 1991, pág. 92.
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El Estado sí tiene la función indeclinable de prevenir, investigar y 
castigar el delito, especialmente cuando están en juego bienes jurídicos 
protegidos por los derechos humanos. La prevención inmediata a veces 
es difícil cuando se trata del crimen organizado, que parece inmune a la 
prevención. Pero sí puede prevenirse que la juventud no se incline a ser 
recluta del gansterismo, a través de la educación y el deporte. También es 
difícil la prevención dentro de determinados cuadros socioeconómicos 
de pobreza crítica. En sociedades donde muchas jerarquías se resuelven 
en función de la riqueza, pero están dominadas por la pobreza, y donde 
además existe la sospecha de que muchas fortunas se originan en la 
corrupción o en actividades ilegales, la tarea de prevención no puede 
desasociarse del combate a la pobreza y el combate contra la corrupción. 

Por otra parte, cierta dimensión inmediata de la prevención (la 
vigilancia), lo mismo que la investigación del delito y la identi cación 
de los hechores, es tarea de la policía. La misión de la policía debe ser la 
de proteger y garantizar el libre ejercicio de los derechos y las libertades 
de las personas, la de prevenir y combatir toda clase de delitos, así 
como la de mantener la tranquilidad, el orden y la seguridad públicos. 
La policía debe ser adiestrada y educada para integrarse en la sociedad 
civil y no para confrontarse con ella. Una policía para la protección 
cabal de los derechos humanos dentro de la constitución y las leyes. En 
una sociedad democrática, la policía está llamada a ser la institución 
vanguardia en la protección de los derechos humanos, en la defensa de 
la persona humana.

Se trata de contar con un cuerpo civil dirigido por autoridades civiles 
de carrera, educados democráticamente para ser técnicos de su o cio 
con autoestima por desempeñarlo, adecuadamente remunerados, en 
contacto permanente con la gente en la calle, adiestrados para cumplir 
su función con arreglo a un código de conducta adecuado al orden 
constitucional democrático. 

Las tareas que tenemos por delante para armonizar justicia, seguri-
dad y derechos humanos son dos. Crear verdaderamente un Poder 
Judicial fuerte en la constitución real y no sólo en la formal. Reinventar 
la policía para asegurarnos que, en todos sus ámbitos de competencia 
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territorial, además de e ciente sea democrática, civil, profesional y 
dentro de la ley.

Conclusión

El tema de los derechos humanos domina progresivamente la 
relación de la persona con el poder en todos los con nes de la tierra. Su 
reconocimiento y protección universales representa una revalorización 
ética y jurídica del ser humano como poblador del planeta más que como 
poblador del Estado. Los atributos de la dignidad de la persona humana, 
donde quiera que ella esté y por el hecho mismo de serlo, prevalecen 
no sólo en el plano moral sino en el legal, sobre el poder del Estado, 
cualquiera sea el origen de ese poder y la organización del gobierno. Es 
esa la conquista histórica de estos tiempos. La justicia y la seguridad son 
parte de sus ámbitos naturales, de sus menoscabos, de sus realizaciones 
y de sus frustraciones. Ese es el desafío.


